En la ciudad de Mar del Plata, a los 3 días del mes de junio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Extraordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2101-DO1 “ESTABLECIMIENTO LA MAGDALENA S.A. c. FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES s. EXPROPIACION INVERSA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial Dolores dictó sentencia, mediante la cual: (i) desestimó la excepción de prescripción opuesta por la demandada (Provincia de Buenos Aires); (ii) hizo lugar a la demanda de expropiación inversa promovida por la actora (Establecimiento La Magdalena S.A.) y, en consecuencia, declaró expropiadas a favor de la Provincia de Buenos Aires las fracciones de terreno ubicadas identificadas catastralmente como: Circ. III, Parcelas 34 u, 34 v y 34 w; Matrículas 1.146, 1.147 y 1.148 del Partido de Maipú (066), según plano de expropiación C-66-4-87, por un total de 78 hectáreas, 8 áreas y 29 centiáreas; (iii) fijó la justa indemnización expropiatoria en la suma de PESOS SEISCIENTOS NUEVE MIL CUARENTA Y SIETE ($ 609.047,=) con más los intereses a calcular a valores históricos desde el día 14-11-1974, de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta (30) días, vigente en los distintos períodos de aplicación y hasta el efectivo pago, la que deberá ser efectivizada por la demandada mediante depósito en una cuenta a nombre de autos, dentro de los cuarenta y cinco (45) días hábiles a contar desde la fecha en que quede consentida o firme la liquidación aprobada judicialmente (argto. art. 35, ley 5708); (iv) declaró la inconstitucionalidad de la ley 12.836, con respecto al pago de los montos indemnizatorios correspondientes; (v) rechazó el pedido de resarcimiento por depreciación del remanente y mejoras; (vi) impuso las costas a la Provincia demandada, en su calidad de vencida; (vii) difirió la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes para la oportunidad prevista en el art. 51 del decreto ley 8904; y (viii) dispuso que, una vez producido el desapropio en el momento establecido en el art. 39 de la ley 5708, deberá comunicarse a A.R.B.A. y a la Dirección de Catastro, a fin de que procedan a dar de baja en la guía de contribuyentes a la superficie afectada (argto. art. 49, ley 5708) [v. fs. 404/441, 30-06-2010].
II.1. Notificada la parte actora de dicho pronunciamiento con fecha 01-07-2010 [v. cédula de fs. 444], se alzó mediante recurso de apelación interpuesto a fs. 449 [01-07-2010], el que fue concedido por el a quo en relación y con efecto diferido mediante providencia de fs. 451.
2. Por su parte, la demandada, notificada de la sentencia de grado con fecha 01-07-2010 [v. cédula de fs. 443], interpuso en tiempo y forma recurso de apelación [v. fs. 450, 07-07-2010], el que también fue concedido por el a quo en relación y con efecto diferido [v. último párrafo, fs. 451].
III. Recibidas las actuaciones en esta Alzada, mediante escrito de fs. 461/464, la accionada presentó su memorial en forma espontánea, ordenándose -por auto de fs. 465 (punto II)- su traslado a la contraria por el término de tres (3) días, el que fue replicado por la actora a fs. 479/487 [04-11-2010].
IV. Mediante presentación de fs. 466/476 la parte actora expresó sus agravios en forma espontánea, corriéndose traslado a la contraria por el término de tres (3) días mediante proveído de fs. 477, el que fue contestado por la demandada a fs. 488/489 [05-11-2010].
V. Cumplido ello, y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia [cfr. fs. 465, apartado II in fine y fs. 477 in fine] -providencia que se encuentra firme-, corresponde plantear y votar las siguientes:

CUESTIONES
1. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada?

En caso afirmativo,

2. ¿Deviene abstracto el tratamiento del recurso de apelación de la parte actora?
A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. En lo que interesa para resolver la presente cuestión, el a quo resolvió desestimar la excepción de prescripción introducida por la Provincia accionada en su escrito de contestación de demanda.

A tal fin, principió por repasar la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cuanto sostuvo la imprescriptibilidad de la acción de expropiación inversa, aclarando que también el Superior Tribunal local adoptó esta tesitura en la causa B. 95.589 “Becciu” (sent. del 09-VI-2010), entre otras, para el supuesto en que el Estado no hubiera efectivizado la indemnización previa que establecen las normas constitucionales y legales aplicables.
Seguidamente, repitió los conceptos expresados por dicha jurisprudencia, los que resumió en los siguientes: i) existencia de una necesaria correlación entre la adquisición del dominio por el Estado y la previa indemnización por sentencia definitiva; ii) el bien no se transfiere al Estado sin la previa indemnización del art. 17 de la Constitución Nacional; y iii) no podría empezar a correr ningún término de prescripción, antes del abono previo. Así, apoyándose en tales consideraciones, entendió que correspondía rechazar la excepción de prescripción opuesta por el Fisco provincial.
Sentado ello, y luego de repasar el marco normativo vigente en el ámbito provincial (arts. 3 –segunda parte- y 41 de la ley 5708), así como lo expresado por la doctrina y la jurisprudencia local en la materia y lo que surge de las constancias de la causa (v. informes de fs. 110 y 113/121 y expedientes administrativos n° 2335-32.287/2007 y 5100-12477/2006 y su alcance 1), tuvo por acreditados los requisitos de procedencia de la acción de expropiación inversa promovida por la parte actora.
En particular expresó –de un lado- que la declaración de utilidad pública de los predios afectados se halla cumplida de conformidad con lo establecido por el art. 3 segundo párrafo de la ley 5708, en tanto se trata de la construcción de una obra pública, y –de otro- que se encuentra acreditada la posesión de los bienes por parte de la demandada, que no ha propiciado su expropiación en el plazo de ley ni ha abonado la indemnización previa impuesta por las normas constitucionales y legales.
Como consecuencia de lo anterior, procedió a analizar los rubros reclamados por la parte actora, provenientes del acto mismo de afectación de su inmueble, procurando determinar su justo valor.
En este orden de ideas, comenzó abordando el rubro “valor tierra”, tomando como parámetros los contenidos esenciales emanados de la doctrina jurisprudencial aplicable, a fin de resolver tanto la determinación de su valor en materia expropiatoria, como el momento en que éste debe establecerse [v. considerando IV, fs. 416 vta./422].
Observó que no existía discrepancia entre las partes sobre las superficies sujetas a expropiación que debían ser valoradas o justipreciadas, pasando a ponderar –entonces- los informes producidos por los peritos ingenieros agrónomos designados por las partes respecto del valor de la tierra libre de mejoras.
Así, entendió que correspondía aceptar el valor fijado por el perito designado por la parte actora -Ingeniero Zubia-, establecido en la suma de dólares dos mil (U$S 2.000,=) por hectárea, por considerar que sus conclusiones son las correctas no sólo por resultar uno de los valores más actualizados, sino por constituir el promedio de los montos que se manejan en el mercado inmobiliario en inmuebles similares de poca productividad agrícola, además de acercarse al máximo determinado por el perito de la demandada (U$S 1.800,= por hectárea en el año 2007).
Asimismo, adhiriendo a los criterios doctrinales y jurisprudenciales que cita, estipuló que la indemnización debía fijarse al momento del dictado de su pronunciamiento.
En atención a ello, multiplicó la cantidad total de hectáreas expropiadas (78,082950 ha.) por el valor en pesos de cada hectárea [pesos siete mil ochocientos ($ 7.800,=), teniendo en cuenta el valor del dólar a la fecha de la sentencia ($ 3,93)], lo que arrojó un indemnización total de pesos seiscientos nueve mil cuarenta y siete ($ 609.047,=) para el rubro en tratamiento.

Siguiendo con el análisis de los rubros reclamados por la actora, se abocó al estudio del pedido de resarcimiento en concepto de “depreciación del remanente”, adelantando que éste no podía prosperar [v. considerando V, fs. 422 vta./429].
A tal fin, reprodujo las partes de los dictámenes periciales que –a su modo de ver- resultaban relevantes, entendiendo que no surge de tales pericias que el excedente de lo expropiado hubiera perdido valor para la actora, ni se demostró qué tipo de actividad productiva se vio impedida de realizar o en qué medida mermó el caudal de producción de su establecimiento, ni se conoce el tipo de actividad que efectuaba antes de la realización de la obra pública o al momento de iniciar el proceso, con la salvedad de que pudo comprobarse –mediante la prueba de reconocimiento judicial- que el fundo se dedicaba a la actividad pecuaria.
Adunó a lo expuesto que las apreciaciones efectuadas por el perito de la demandada –Ing. Villamarín- no resultaron enervadas o refutadas, no pudiendo inferirse en la especie que la obra pública hubiera provocado perjuicios ponderables en la producción del establecimiento demandante, sino que –por el contrario- su finalidad principal fue la de evitar que esos fundos se anegaran, permitiendo que drenaran las aguas excedentes por el canal construido.

Apreció –además- que la división del inmueble es muy anterior a la obra de reestructuración que motiva la presente acción y que los fundos ya estaban aislados antes de dicha obra, por lo que no surge que se agravara la explotación racional que venían realizando en el establecimiento.
Luego de transcribir distintas citas doctrinales y porciones de pronunciamientos jurisprudenciales en apoyo de su argumentación, concluyó que al no haber probado la actora los presupuestos de procedencia del rubro en estudio, debía rechazarse su reclamo.

Sentado ello, analizó el último rubro peticionado por la actora, consistente en el “reclamo de las mejoras” que –a criterio de la parte- resultarían necesarias para permitir la continuidad del predio y el restablecimiento de su capacidad productiva [v. considerando VI, fs. 429 vta./435 vta.].
Al respecto, sostuvo que: 1) no resultaba razonable el reclamo tendiente a la construcción de puentes sobre el canal, en tanto su existencia no pudo pasar desapercibida para la reclamante [v. inciso 1, fs. 429 vta./431]; 2) debía rechazarse el reclamo por alambrados y tranqueras ya que no sólo se encuentran levantados los primeros a ambas márgenes del canal, sino que además –y contrariamente a lo afirmado por la accionante- su mantenimiento estaría a cargo del propietario del fundo lindante a la obra pública de canalización (argto. arts. 19, 25 y ccdtes. del Código Rural, ley 10.081) [v. inciso 2, fs. 431/432]; 3) debía denegarse el pedido de indemnización correspondiente a aguadas completas, en virtud de lo afirmado por el perito Villamarín y lo sostenido por la jurisprudencia sobre el punto [v. inciso 3, fs. 432 vta./433]; 4) debía rechazarse el reclamo indemnizatorio de los corrales y mangas, con fundamento en las apreciaciones realizadas para los rubros anteriores y en la imprecisión acerca de los daños concretos que se reclaman [v. inciso 4, fs. 433]; y 5) debía denegarse el pedido de resarcimiento por concepto de alcantarillas, exclusas, compuertas y vados, ante la deficiencia probatoria y argumental verificada en la especie, motivada –de un lado- en que el ingeniero Eloy Pablo Bona se excedió en la labor pericial que se le encomendara, sin acompañar pruebas que corroboren sus dichos y –de otro- en que el perito ingeniero hidráulico brindó explicaciones técnicas de por qué no son necesarias las obras reclamadas por la actora [v. inciso 5, fs. 433/435 vta.].
En lo que refiere a los intereses pretendidos por la actora, tuvo presente que la desposesión de los predios operó –según informara la propia demandada- con fecha 14-11-1974, estimando adecuado tomar dicho hito como punto de partida para el cómputo de aquéllos, luego de efectuar la conversión al equivalente de valor en moneda de curso legal vigente.

No obstante ello, y a los fines de evitar que la compensación de este rubro se torne desproporcionada y exceda el justo precio que debe abonar el expropiante, consideró que debía tomarse el valor histórico del predio según los datos consignados en la pericia presentada por el ingeniero Graziano, esto es la cifra de pesos ley cinco mil cuatrocientos treinta ($ ley 5.430,=) por hectárea, la que no fue cuestionada por la contraria. Citó jurisprudencia de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de San Nicolás para fundamentar su decisión.
En punto al planteo de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de la ley 12.836 formulado por la parte actora, repasó tanto la doctrina como la jurisprudencia mayoritaria que entendió aplicable, infiriendo que resulta inconstitucional la aplicación de leyes de consolidación como la cuestionada por la actora a créditos generados con motivo de expropiaciones.
Finalmente, en cuanto a las costas del proceso, dispuso que correspondía aplicar el art. 68 del C.P.C.C. y no el art. 37 de la ley 5708, atento a que en la controversia el expropiante no se ha limitado a la fijación del precio.
2. El demandado se agravia del pronunciamiento de grado cuestionando –en primer lugar- el rechazo de la defensa de prescripción opuesta por su parte, en tanto entiende que con ello se afecta la seguridad jurídica.

Manifiesta que el canal en cuestión fue construido en el mes de noviembre de 1974 y que transcurrieron más de treinta años sin que la actora se interesara en el tema, lapso durante el cual la Provincia de Buenos Aires detentó pacíficamente los terrenos afectados, beneficiando a los linderos.
Considera que la cuestión no puede resolverse con la mera aplicación mecánica de precedentes jurisprudenciales, ya que ello conduce a soluciones disvaliosas, no debiendo recurrirse a un elemento tan extremo, como lo es la imprescriptibilidad en materia expropiatoria, para defender un derecho patrimonial.
Subsidiariamente, para el supuesto en que no prospere la crítica supra referida, pone de relieve que el magistrado de grado incurrió en una incoherencia en su fallo en tanto que, para calcular los intereses, determinó un precio al momento de la desposesión mientras que para fijar en monto de la indemnización, se atuvo a la fecha actual.

Afirma, además, que si la ley ha estimado como adecuado el pago del precio al momento de la desposesión e intereses a partir de esa fecha para paliar la falta de uso y goce, resulta evidente que si se fija la indemnización a valores actuales no corresponde ningún interés.
Aduna a lo expuesto que el monto de la indemnización se estima utilizando el factor “cotización dólar”, aplicándose un procedimiento indemnizatorio prohibido expresamente por la ley 23.928 y ratificado por la 25.561.
En este sentido, manifiesta que el procedimiento del juez de grado altera el sistema legal y actualiza, indexa, el precio, fijándolo –ilegalmente- a valores actuales, por lo que el Fisco termina pagando intereses sobre un monto indexado.

Pone de relieve que el a quo ha inaplicado el art. 8 de la ley 5708 sin declarar su inconstitucionalidad, vulnerando también la doctrina legal de la Suprema Corte provincial, siendo que el valor a la fecha de la desposesión integra el concepto de valor objetivo en los términos de aquella ley.

Por tal razón, apunta que al considerar la sentencia que el valor objetivo es el valor actual de mercado, viola los arts. 8, 9 y 35 de la ley 5708. Asimismo, insiste que el monto más razonable es el que peritó el Ingeniero Agrónomo Villamarín.
Finalmente, se agravia de la imposición de costas a su parte, peticionando que se tome en consideración a tales efectos los rubros rechazados (depreciación del remanente y mejoras), así como también para la regulación de honorarios.

Por todo lo expuesto, solicita se revoque el fallo apelado en los aspectos por ella cuestionados.

3. La accionante en su responde destaca –en primer lugar- que el recurso de apelación interpuesto por el demandado resulta extemporáneo, en tanto fue presentado en el cuarto día desde la notificación por cédula de la sentencia de grado.

En este orden de ideas, opina que la interpolación de las normas del código de rito constituye una aplicación errónea de la ley, ya que la directiva que emana del art. 33 de la ley 5708 desplaza toda injerencia de normas extrañas al instituto de la expropiación.
Sentado ello, contesta las expresiones vertidas por la demandada en su libelo recursivo, afirmando –en primer término y con cita de numerosa jurisprudencia- que reitera fundamentos anticuados y remanidos respecto de la prescripción de la acción expropiatoria.
En cuanto al agravio referido a la supuesta violación del art. 8 de la ley de expropiaciones, aduce que el fallo no ha hecho más que cumplir con el postulado de los valores actuales y reales con la intención de que el ciudadano expropiado pueda reponer el bien que se le ha cercenado por uno igual o idéntico.
Recuerda conceptos vertidos por la doctrina y la jurisprudencia, afirmando que resulta erróneo sostener –como lo hizo el apelante- que el sentenciante indexó el monto o valor, en tanto sólo ha ordenado un pago a valores actuales, como lo establece el art. 35 de la ley 5708.

Con respecto a los intereses, considera que el accionado confunde este instituto con la indexación, en tanto en materia expropiatoria, el expropiante que ha desposeído adeuda su pago al expropiado.
Agrega que los intereses se deben aplicar sobre la base del capital actual y no sobre un supuesto valor a la época de la desposesión, siendo –además- un rubro totalmente autónomo e independiente.

Por último, en lo que refiere a las costas del juicio, entiende que no resulta aplicable el art. 37 de la ley 5708 por cuanto el accionado -en su responde de demanda- se opuso al progreso de la acción.

II. El recurso merece parcial estima.
1. Conforme se desprende del escrito recursivo de fs. 461/464, la accionada cuestiona, como primer punto de agravio, el rechazo de la defensa de prescripción que dedujera en su responde [v. fs. 50 vta./52].
Expone que no debe aplicarse en forma automática la doctrina emanada de los precedentes jurisprudenciales, sino que –en resguardo de la seguridad jurídica- deben meritarse las circunstancias particulares del caso, las que dan cuenta de que el canal emplazado se construyó en el mes de noviembre de 1974 y que la actora se mantuvo “absolutamente desinteresada de la cuestión” durante treinta años [v. capítulo III, apartado “A”, fs. 461 vta.].
Adelanto que no le asiste razón la accionada en el planteo que expone.

No basta más que advertir que el a quo ha resuelto el rechazo de la defensa liberatoria opuesta, a la luz del criterio adoptado -en materia expropiatoria- por el Superior Tribunal de la Provincia de Buenos Aires a partir del fallo dictado en la causa Ac. 77.720 “Charles S.A.” (sent. del 27-XII-2002), conforme al cual no cabe admitir el cómputo de plazo de prescripción alguno para el ejercicio de la acción expropiatoria inversa prevista en el art. 41 de la ley 5708, sino hasta que se haya cumplido con el pago de la indemnización previa, determinada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio (art. 17 de la Constitución Nacional) (cfr. doct. S.C.B.A. causas C. 95.623 “Eliland S.A.”, sent. del 27-III-2008; C. 98.880 “Cambiasso”, sent. del 06-V-2009; C. 95.589 “Becciu”, sent. del 09-VI-2010, entre otras).
A su vez, tal enfoque jurisprudencial, modificatorio de la anterior doctrina que propugnaba la prescripción decenal de la acción expropiatoria inversa (conf. art. 4023 del Cód. Civ.; doct. causa Ac. 52.386 “Pefaure”, sent. del 26-VII-1994), guarda sintonía con la doctrina emanada del Cimero Tribunal Federal, según la cual la adquisición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado hállase sujeta al pago de una indemnización previa fijada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio y que sólo a partir de ese momento puede comenzar a correr el plazo de la prescripción, puesto que, al resultar el resarcimiento una condición indispensable para el desapropio, el derecho al cobro del valor del bien expropiado ha de calificarse como ilíquido e inexigible hasta tanto exista una sentencia judicial que determine –concretamente- su precio (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 315:596; 320:1263; 327:1706). Así, cualquiera que fuere el plazo extintivo al que se pretenda sujetar la acción expropiatoria irregular, no cabe admitir el inicio de su cómputo sino hasta que se hayan cumplido los requisitos previstos por el art. 17 de nuestra Constitución Nacional (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 330:3635).

En ese razonar, advierto que el a quo ha acatado el deber de conformar su decisión a la doctrina legal emanada del Superior Tribunal provincial (argto. doct. S.C.B.A., causas Ac. 89.762 “Clemente”, sent. del 23-II-2005; Ac. 89.834 “Konig”, sent. del 3-V-2006 –del voto del Dr. Petiggiani-; Ac. 69.277 “Gómez”, sent. del 18-III-2009 -del voto del Dr. Genoud-), cuya obligatoriedad se colige de lo normado por los arts. 278 y 279 del C.P.C.C. (argto. esta Alzada causas G-244-BB1 “Dagorret”, sent. del 22-IX-2009; A-1097-MP0 “Flores Batista”, sent. del 11-III-2010).
Desde tal mirador, observo que la crítica efectuada por la recurrente en la pieza impugnatoria no ha recogido adecuadamente tal aspecto sustancial del pronunciamiento en crisis. Es que, por fuera de la escueta argumentación en punto al extenso plazo (treinta años) transcurrido desde la ejecución de la obra pública y hasta el inicio de la presente acción expropiatoria, la accionada no ha procurado brindar motivos que debiliten la fuerza vinculante que para el magistrado posee la doctrina del Superior en razón de su identidad con el tema en debate, traduciendo su cuestionamiento –en los hechos- una mera disconformidad con lo decidido y resultando –por tanto- carente de sustento jurídico (cfr. argto. doct. esta Cámara causas A-1397-NE1 “Muguiro”, sent. del 30-IV-2009 y G-244-BB1 “Dagorret”, citada).
En tal contexto, es preciso recordar que la postulación recursiva requiere una articulación seria, fundada, concreta y objetiva de los errores de la sentencia, punto por punto, junto con la demostración de los motivos para considerar que ella es errónea, injusta o contraria a derecho (cfr. doct. esta Cámara causas C-1441-BB1 “Domínguez”, sent. del 30-III-2010; C-1644-MP2 “Albouy”, sent. del 11-V-2010).

Cabe concluir que tal parcela del escrito recursivo, en cuanto no rebatió adecuadamente la conclusión del juez en punto al rechazo de la defensa de prescripción planteada por el Fisco, elaborada a la luz de la doctrina del Superior Tribunal provincial -cuyo acatamiento obligatorio se impone-, luce apartado de tales exigencias inexcusables (cfr. doct. esta Alzada causa A-1243-MP0 “Goicoechea”, sent. del 10-III-2009), imponiéndose el rechazo directo de la crítica en cuestión (argto. doct. esta Cámara causas A-1361-MP2 “Cooperativa de Trabajo de la Industria del Pescado Alimar Ltda.”, sent. del 27-VIII-2009; V-1048-MP1 “Sosa”, sent. del 14-X-2009; C-1441-BB1 “Domínguez”, citada; C-1583-MP2 “Camarero”, sent. del  04-V-2010, entre otras).

2. Sorteado el precedente agravio, es menester abordar el disenso de la recurrente respecto de la decisión del a quo de determinar el valor del bien al momento de la sentencia, siendo que –entiende- el art. 8 de la ley 5708 establece claramente que ese valor debe retrotraerse a la fecha de la desposesión. En este punto –expresa- el magistrado de la instancia inaplica dicha norma sin declararla inconstitucional señalando, para reafirmar su planteo discrepante, que -en contradicción con lo decidido- luego fija los intereses remitiéndose a la fecha de la desposesión [v. capítulo III, apartados “B”, “C” y “D”, fs. 461 vta./463].
a. A fin de esclarecer tal cuestión, principio por observar que el magistrado de la instancia ha sustentado su análisis con relación al rubro en tratamiento [“valor tierra”], recurriendo a la doctrina emanada de la Suprema Corte de Justicia Provincial en la causa C. 101.107 “Arbizu” (sent. del 23-III-2010), extrayendo de allí los parámetros que consideró esenciales para resolver el tópico bajo juzgamiento.
En tal sentido, sustentó su labor axiológica en una premisa: la justicia indemnizatoria, basada en las cualidades que, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, debe sustentar la indemnización del bien expropiado, sujeta a reglas constitucionales propias [vgr. justa, actual, integral y previa (art. 17 C.N.)]. A partir de allí, consideró que aún cuando el art. 8 de la ley 5708 establece que la indemnización del bien será determinada a la época de la desposesión, dicha norma debía ser interpretada armónicamente con el principio que exige que aquella indemnización tenga carácter previo, a fin de no vulnerar el derecho de propiedad protegido constitucionalmente, siempre atendiendo –en cada caso- al tiempo transcurrido desde la desposesión.
En definitiva, el a quo, en concordancia con tales criterios emanados del precedente citado supra, fijó el valor de la indemnización al momento de dictar su pronunciamiento, tomando como base la valía que fuera determinada por el perito Ingeniero Zubia, por entender que se trata de “uno de los más actualizados”, constituyendo el promedio de los valores del mercado inmobiliario.
De lo expuesto se colige –a diferencia de lo postulado por el recurrente- que el juez de la instancia no dejó de aplicar sin más el art. 8 de la ley expropiatoria local, sino que, habilitado por la garantía emanada del art. 17 de la Constitución Nacional y efectuando un juego armónico de los principios y requisitos constitucionales que hacen a la materia en análisis, coordinó adecuadamente aquella normativa con el resto del ordenamiento jurídico positivo, fijando la cuantía de lo debido al momento de dictar sentencia (argto. arts. 31 de la Constitución provincial, 16 y 2511 del Código Civil, 8 y 35 de la ley 5708 y doctr. S.C.B.A. causas C. 101.107 “Arbizu”, citada y C. 100.908 “Ormaechea”, sent. del 14-VII-2010).
Así, teniendo en cuenta las particulares circunstancias del sub lite, el juzgador de grado se inclinó por descartar aquella utilización literal y mecánica del art. 8 de la ley 5708 que pretende el recurrente, toda vez que su mera aplicación, descoordinada de las restantes normas citadas, colisionaría -a la luz de la doctrina emanada del Superior Tribunal local que empleó como fundamento de su decisión- con la garantía de propiedad consagrada en los artículos 17 de la Carta Magna nacional y 31 de la Constitución provincial.

Consecuentemente, si bien los esfuerzos argumentativos del recurrente podrían haber motivado la adopción del criterio sustentado por la Suprema Corte provincial en la causa C. 103.516 “Peñalba” de fecha 02-III-2011, al encontrarse limitados a una pretendida aplicación automática del art. 8 de la ley expropiatoria, sólo trasuntan un criterio discordante con las conclusiones vertidas en el pronunciamiento, más no logran conmover la decisión del a quo sobre el punto, sellando en forma adversa la suerte de su crítica (argto. art. 260 del C.P.C.C.).
b. Descartado el agravio del Fisco relativo a la determinación del valor objetivo de las tierras expropiadas en la especie, corresponde analizar el embate vinculado con la incoherencia en que -a su modo de ver- incurre el pronunciamiento de grado al calcular la indemnización a valores actuales para luego aplicar los intereses desde la desposesión, estableciendo -de tal forma- una “doble indemnización”.
El accionado postula que si la ley 5708 ha estimado adecuado el pago del precio al momento de la desposesión e intereses a partir de esa fecha para paliar la falta de uso y goce del bien, resulta evidente que si la indemnización se fija a valores actuales no corresponde ningún interés, ya que ambas soluciones son disyuntivas [v. fs. 462].
A fin de brindar respuesta a la cuestión planteada, principio por recordar que nuestra Corte provincial ha declarado en reiteradas oportunidades que el pago de los intereses en materia expropiatoria los debe el expropiante que ha desposeído -sea cual fuere su naturaleza- al expropiado, y que tales intereses resarcen al ex propietario de la indisponibilidad oportuna del precio expropiatorio, debiendo correr desde el momento en que se realizó esa desposesión (cfr. S.C.B.A. causas Ac. 42.314 “Frings de Canessa”, sent. del 20-II-1990; Ac. 48.195 “Simons y Cía.”, sent. del 18-V-1993; Ac. 67.068 “C.E.A.M.S.E.”, sent. del 02-III-1999; C. 102.303 “Don Pedro J. S.A.”, sent. del 09-IX-2009).

Empero, no menos cierto es que tales intereses forman parte integrante de la indemnización expropiatoria, constituyendo -junto con los demás conceptos estipulados en la normativa aplicable- el justo resarcimiento debido al expropiado (cfr. Marienhoff, Miguel: “Tratado de Derecho Administrativo”, AbeledoPerrot, Buenos Aires, Tomo IV, 2008, p. 301 y ss.).
Ahora bien, en el sub discussio el juez de grado, encontrándose facultado para ello (argto. esta Alzada causa C-1644-MP2 “Municipalidad de General Pueyrredon”, sent. del 14-IX-2010), optó –tal como se reseñara supra- por determinar el justo valor del inmueble expropiado con criterio de actualidad, entendiendo que con tal proceder resguardaba debidamente el derecho de propiedad del expropiado, quien fue desposeído en el año 1974 sin haber recibido su debida indemnización [v. fs. 416 vta./422].
De allí que mal pudo el a quo condenar luego al accionado al pago de los intereses legales desde la desposesión [v. considerando VII, fs. 435 vta./439], cuando el desmedro o lesión que tales intereses tienden a resarcir, vinculado con el perjuicio irrogado al titular dominial por la carencia del uso y goce de la cosa, encontró su adecuada reparación en la fijación del justiprecio del bien expropiado a valores actuales.
Razonar de un modo diverso, implicaría –en el sub lite- un enriquecimiento sin causa por parte de la expropiada (argto. art. 784 del Código Civil y su nota), que no resulta dable convalidar. Es que, así como la indemnización debe ser justa e integral, el expropiado no puede pretender más que el equivalente de lo que en realidad pierde, toda vez que la expropiación no debe empobrecer ni enriquecer al expropiado, sino dejarlo en igual situación económica (cfr. argto. Villegas A. Walter: “Régimen jurídico de la expropiación”, Depalma, Buenos Aires, 1973, p. 125 y ss.).
Finalmente, debo hacerme cargo que con la solución que predico me aparto –en esta parcela- del pronunciamiento recaído en la causa C. 101.107 “Arbizu” antes citada, en el que el Superior Tribunal resolvió rechazar el recurso extraordinario interpuesto por el Fisco provincial, confirmando la sentencia de la Sala III de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata.

Para así razonar, deberá repararse en que no sólo se presenta como dudosa la existencia de una opinión mayoritaria en lo que concierne a la procedencia –en el contexto del fallo- de los intereses legales desde la desposesión (argto. art. 168 de la Constitución provincial), sino que –además- la aplicación de dichos intereses carecería de toda justificación cuando se dispone la utilización de valores actuales para el cálculo de la indemnización debida al expropiado, desde que ambas fórmulas se revelarían como incompatibles y contradictorias con los principios provenientes de la Constitución Nacional y de la normativa expropiatoria, prevista para un supuesto de pago a valores históricos (art. 8 ley 5708).

Así las cosas, resultando atendible el agravio del Fisco para descalificar el fallo en esta parcela, debe excluirse del monto de condena fijado por el juez de grado [v. punto 4 de la parte resolutiva], el cálculo de los intereses que habrían de adicionarse sobre la justa indemnización expropiatoria determinada en autos.
c. Por último, continuando con el análisis de los planteos vertidos por el Fisco, resta señalar que -a diferencia de lo afirmado por el recurrente [v. fs. 462]- la consideración del dólar estadounidense para fijar el valor de las hectáreas expropiadas no constituye por sí mismo la aplicación de un índice de actualización monetaria, sino un modo de establecer una justa indemnización (arts. 17 de la Constitución Nacional; 4 de la ley 25.561 y 35 de la ley 5708).
En efecto, tal como lo patentizara el a quo al citar textualmente la doctrina del Máximo Tribunal provincial, es un hecho notorio en nuestro país que las tasaciones inmobiliarias se realizan en aquella moneda (argto. art. 384 del C.P.C.C.) y que ello no implica una actualización, reajuste o indexación, sino el cumplimiento del deber constitucional de indemnizar a “valores actuales”. Ello así en tanto no se están aplicando índices o coeficientes sobre una suma preexistente, mecanismos actualmente prohibidos por la ley, sino que se está procediendo a la cuantificación del justiprecio de la tierra, a los efectos de cumplir con los mandatos imperativos de la Constitución nacional referidos supra (arts. 17 C.N. y 2511 del Código Civil y doct. S.C.B.A. causa C. 100.908 “Ormaechea”, citada).
Por lo expuesto, no habiendo el quejoso logrado desmerecer tales conclusiones, entiendo que la impugnación aquí tratada no puede prosperar.

3. Resta tratar –entonces- el agravio introducido contra la imposición de costas en su contra, dispuesta en el pronunciamiento de grado.
La apelante pretende que, a partir de lo que entiende como la correcta aplicación de lo normado por el artículo 37 de la ley 5708, sean cuantificados los rubros que fueran peticionados por la actora en su escrito de inicio y rechazados en la sentencia en crisis.

Tal cuestionamiento, desarrollado en el capítulo III, apartado “F” del memorial de fs. 461/464, no traduce –en los hechos- más que una por demás superficial disconformidad con lo resuelto por el a quo sobre el punto y, así, luce insuficiente en tanto no replica adecuadamente, ni se hace cargo de los cimientos en los cuales aquél apuntaló su decisión de imponerle las costas del proceso con fundamento en el art. 68 del C.P.C.C. [v. considerando IX, fs. 440 y vta.].
Basta para advertir la circunstancia antedicha, que el a quo, en oportunidad de pronunciarse sobre la imposición de costas del juicio, estimó –siguiendo la doctrina emanada de la Suprema Corte de Justicia provincial (causa Ac. 87.023 “Arbeletche”, sent. del 28-VI-2006)- que correspondía aplicarse lo dispuesto en el artículo 68 del Código adjetivo, por cuanto -en la especie- la controversia no había quedado limitada a la fijación del "precio" expropiatorio, como para que rigiera el art. 37 de la ley 5708.
Confrontando el contenido de esta parcela del memorial de agravios con lo expuesto por el magistrado de primera instancia sobre el punto antes referido, se advierte que la apelante no ha desarrollado un solo argumento dirigido a refutar tal sostén medular del pronunciamiento impugnado, limitándose a peticionar que se cuantifique el valor de los rubros rechazados a los efectos de la imposición de costas y de la regulación de honorarios. De allí que ha dejado indemne el esquema de razonamiento seguido por el juez de primera instancia para declarar aplicable al caso lo normado por el art. 68 del C.P.C.C. e imponerle así las costas del juicio, careciendo sus expresiones -por ello- de virtualidad para conmover lo decidido por el a quo en cuanto ha pretendido ser materia de agravio (cfr. argto. doct. esta Cámara causas G-912-MP2 “Rodríguez”, sent. de 14-IV-2009; A-1452-MP0 “Waitzman”, sent. del 11-VIII-2009; A-985-MP0 “César”, sent. del 3-IX-2009; A-1614-MP1 “Grippaldi”, sent. del 10-XII-2009).
Tal parvedad, me impide -en el caso- abordar el examen de dicha cuestión, correspondiendo desestimar el planteo deducido.

III. Si lo expuesto es compartido, propongo al Acuerdo hacer lugar parcialmente al recurso de apelación articulado por la parte demandada a fs. 450 y fundado a fs. 461/464, revocando el pronunciamiento de grado en cuanto condenó a al Fisco provincial al pago de los intereses a calcular a valores históricos desde el día 14-11-1974.
Las costas de esta alzada deberían ser soportadas en un TREINTA POR CIENTO (30%) en cabeza del Fisco provincial accionado y en un SETENTA POR CIENTO (70%) como obligación de la parte actora, por mediar contradicción y acogimiento parcial del remedio (arts. 71 del C.P.C.C. y 52 de la ley 5708).

Con el alcance indicado, voto la primera cuestión planteada por la afirmativa.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
Valorando el trabajo del distinguido colega ponente al relevar los antecedentes del caso que se somete a sentencia, tengo aquí por reproducida la reseña efectuada en el apartado I del voto que abre el Acuerdo.

Y aunque también habré de votar por la afirmativa a la cuestión planteada, la solución que propongo al pleno será sustancialmente diversa que la que formula el doctor Mora. En mi opinión, el recurso debe prosperar en la parcela relativa a la prescripción de la acción -defensa articulada por la accionada en su contestación de demanda y mantenida ante esta Alzada- y, como obvia consecuencia de ello, la pretensión debe rechazarse in totum.
1. Con absoluta precisión el magistrado del primer voto ha reseñado -en el apartado II.1. de su opinión- la jurisprudencia de los máximos Tribunales de Justicia federal y bonaerense en la materia sometida a examen. Tal reseña también fue previamente efectuada por quien aquí se expresa, en la causa V-1117-BB1 “Cortés” (sent. de 21-V-2009), aunque en esa oportunidad los mentados precedentes no fueron aplicados para la solución de caso -conforme los fundamentos que allí se expusieron- por estar involucrada una servidumbre de gasoducto y no una expropiación inversa.

Hoy, sin embargo, a tenor de lo resuelto por el magistrado de la instancia, los agravios blandidos por la accionada y la correspondente réplica de la accionante beneficiada por la aplicación de tales antecedentes jurisprudenciales, se requiere de este votante un juicio valorativo sobre el contenido de aquellos fallos y sobre si ellos deben regir la solución del presente caso.

Adelanto que, por las razones que expondré a continuación, no me siento compelido por el principio stare decisis, et non quieta movere al fallar del modo en que habré de proponer al Acuerdo. Ello así, sin olvidar que “… los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte Suprema Federal, por lo que carecen de fundamento aquéllas que se apartan de los precedentes del Tribunal sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por ellos, [subrayado agregado] en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante…” [cfr. C.S.J.N. causa C.2374.XLII. “Casa Casmma S.R.L. s. Concurso preventivo s. Incidente de verificación tardía promovido por Municipalidad de La Matanza”, sent. del 26-03-2009, por remisión al Dictamen de la Procuración General].

En la faena de exponer novedosos fundamentos me adentraré a continuación, más cuando exteriorizarlos permite prima facie sortear la tacha de violación de doctrina legal que podría formularse respecto de esta opinión (cfr. S.C.B.A. causa L. 91.725 “Moliterni”, sent. de 7-III-2007) por cuanto si la sentencia aparece suficientemente motivada, el solo apartamiento de la jurisprudencia de la Corte Federal no permite abrir el recurso extraordinario (cfr. doct. S.C.B.A. causa C. 83.158 “Regis”, sent. de 30-III-2010, por mayoría).
2. Para plasmar sucintamente la jurisprudencia imperante en la materia recurriré al texto del dictamen de la Señora Procuradora Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación emitido en la causa registrada como Fallos 330:3635. Allí se dijo:
“Cabe recordar que, desde antiguo la Corte, en Fallos: 287:387, sostuvo concordantemente con lo dictaminado por el entonces Procurador General de la Nación, que en el juicio de expropiación indirecta o inversa “… no opera la extinción de aquella relación expropiatoria sustancial y, por ende, para nada altera los derechos estatales sobre el bien expropiado ni el derecho público subjetivo del administrado a perseguir la indemnización por el sacrificio de su propiedad en aras de la utilidad pública y el perfeccionamiento social”. Y agregó que la adquisición del dominio sobre el bien expropiado del Estado se halla subordinado al pago de la indemnización previa, determinada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio (art. 17 de la Constitución Nacional) (en igual sentido Fallos: 284:23).

Por ello, hasta la fijación definitiva de ese resarcimiento, el derecho real de dominio se convierte, por subrogación real, en el derecho al cobro del crédito representativo del valor del bien que se desapropia.

Como corolario, la adquisición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado se halla sujeta al pago de una indemnización previa fijada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio, y sólo a partir de ese momento puede comenzar a correr el plazo de la prescripción (confr. sentencia de V.E. del 12 de diciembre de 1985 en la causa “Bianchi, Héctor A. y otro c/ Dirección Provincial de Vialidad” y dictamen de la ex Procuradora Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctora María G. Reiriz, en el precedente de Fallos: 315:596 caratulado “Aranda Camacho, Carlos c/ Dirección Nacional de Vialidad s/expropiación irregular”).

Ello es así, por cuanto, al resultar la indemnización una condición para el desapropio, ese derecho al cobro del valor del bien expropiado ha de calificarse como ilíquido e inexigible, hasta tanto exista una sentencia judicial que determine su precio. Es ésta inexigibilidad la que hace que el derecho no pueda ser extinguido por el transcurso del tiempo.

Encontramos así que en asuntos de expropiación inversa donde se cuestionaron leyes nacionales o provinciales, que establecían o no un plazo de prescripción, la Corte Suprema, con el correr de los años, mantuvo análogo criterio, y ello se encuentra reflejado, incluso, en fallos recientes tales como “Garden, Jacobo Aarón y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ expropiación inversa” y “Staudt, Juan Pedro Guillermo c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires”, publicados en Fallos: 320:1263 y 327:1706, respectivamente.

Por ende, cualquiera que fuere el plazo extintivo al que se pretende sujetar la acción expropiatoria irregular, no cabe admitir el inicio de su cómputo antes de que se hayan cumplido los requisitos previstos en el art. 17 de la Constitución Nacional”.
Y para brindar una justificación adicional al criterio propiciado, en el precedente “Aranda Camacho” (Fallos 315:596) también se dijo -siguiendo a la Procuradora Fiscal- que una solución distinta, importaría cohonestar la conducta del Estado que, luego de la declaración de utilidad pública del bien, lo arrebató de su propietario, sin la indemnización previa destruyéndose así el contenido de la garantía constitucional, por la sola permanencia en el tiempo de los actos estatales desposesorios, o turbatorios de la propiedad.
3. Con todo, para el criterio jurisprudencial imperante la exigencia constitucional de “indemnización previa” impide convalidar cualquier desapropio estatal de un bien declarado de utilidad pública -por fuera de un juicio de expropiación directa- sin que antes se haya fijado el valor del bien expropiado.
Ello importa -indirectamente- la instauración pretoriana de la imprescriptibilidad de la acción de expropiación inversa [como bien lo señala el apelante], desde que con tal acción el afectado persigue, junto con la determinación del monto líquido correspondiente a la propiedad turbada, también su efectivo pago. En suma, a tenor de la doctrina examinada, aquel que inicie una acción de expropiación inversa, jamás correrá el peligro de ver su pretensión indemnizatoria paralizada por la defensa de prescripción.
La consecuencia directa de este desarrollo argumental es la proliferación de juicios de expropiación inversa en los que la actuación estatal turbadora o agraviante del derecho de propiedad aconteció varias décadas atrás y cuando incluso -en muchos casos- quienes hogaño interponen la acción rara vez son los sujetos que sufrieron antaño aquellas intromisiones en su derecho, sino que resultan tan solo continuadores -en el marco de los diversos encuadramientos jurídicos posibles- de la titularidad dominial del bien involucrado.
No menos complejo es el abanico de supuestos que ebullen a partir de la aplicación del criterio reseñado en torno al valor del bien expropiado, al momento temporal en que debe fijarse aquel valor y, en suma, a la procedencia o no del reconocimiento de intereses -compensatorios o moratorios- junto con el monto fijado en concepto de capital adeudado por el expropiante. Basta prestar atención a la acabada investigación jurisprudencial que efectúa el colega ponente cuando aborda tales temáticas, para concluir que ningún molde normativo vigente en el país en materia de expropiaciones puede resistir el embate pernicioso del lineamiento jurisprudencial del que propongo apartarse. Otra prueba de ello es el galimatías que patentizan en estas parcelas las distintas posiciones del juez de la causa, de la accionante y del Fisco demandado.
Para más, si bien con sustento en la literalidad de los textos constitucionales involucrados (arts. 17 de la Constitución nacional y 31 de la Constitución provincial), el criterio imperante crea una superprotección para estos rezagados demandantes que: (i) ni el derecho común -en todos los casos- les garantizaría, si echaran mano de la acción real por antonomasia [reivindicatoria] frente a la turbación al derecho de propiedad llevada a cabo tiempo atrás por un sujeto distinto al Estado [cfr. arts. 2789 y 2790 del C.C., en la interpretación armónica requerida por en Fallos 310:892, considerando 3º y con el alcance fijado en Fallos 323:2919, considerando 8º], (ii) ni se compadece con la vigencia del principio de seguridad jurídica que también tiene raigambre constitucional [cfr. C.S.J.N. Fallos 321:2933 y 325:2875 -del Dictamen de la Procuración General-], por cuanto el transcurso del tiempo -cualquiera fuera su extensión- nunca purgará la posible ausencia de procedimiento expropiatorio frente a la desidia del propietario turbado en su dominio, imponiendo -por ende- al Estado una conducta supererogatoria de resguardar todos y cada uno de los antecedentes que motivaron su intervención sobre la propiedad privada por motivos de utilidad pública, ya que en cualquier tiempo y lugar, podría resurgir una acción de expropiación inversa “imprescriptible” contra la que debería defenderse.
Estas nocivas consecuencias de la jurisprudencia vigente son las que se exteriorizan en el presente caso.
Repárese que no se halla en discusión ante esta Alzada la conclusión a la que arribara el juez de grado –con sustento en la prueba informativa de fs. 86- en torno a la fecha de ingreso del Estado al predio involucrado en la causa. En efecto, a fs. 438 vta., el a quo consideró como momento de desposesión de los predios el 14-11-1974, fecha de replanteo de la obra, y tal determinación no ha merecido reproche por las partes.
A partir de tal indiscutida circunstancia fáctica y examinando los certificados de dominio obrantes a fs 113/121, se advierte claramente que –a la fecha de la desposesión- la aquí accionante ni siquiera revestía la calidad de titular dominial de las parcelas afectadas por la canalización a la fecha de su replanteo, ni tan siquiera lo era al momento en que las obras fueron recibidas en forma definitiva por el Estado el 10-11-1982.

Trece años después de producirse la desposesión de los fundos necesarios para llevar a cabo la canalización, aparece una compraventa efectuada por particulares que –en razón de la nota marginal- adquirieron el dominio para “La Magdalena Sociedad Encomandita por acciones o en Formación”, lo que luego es reflejado en el asiento registral inmediato siguiente. Ello permite colegir que si la actora adquirió el inmueble objeto de autos cuando ya la obra pública estaba concluida, bien pudo ponderar tanto la incidencia de ésta -perjudicial o favorable- sobre el bien en cuestión al momento de decidir su compra, como la consiguiente repercusión que dicha incidencia pudo tener en el precio de aquella operación de compraventa.
La precedente hipótesis bien puede ser evitada si se sigue el criterio fijado por el legislador cuando ha previsto la necesidad de que el Estado expropiante se entienda directamente con el titular del dominio expropiado “al momento de la desposesión” y no con los subsiguientes continuadores en el dominio, cuyo título de adquisición sea posterior a la efectiva desposesión y –sin dudas-, a la concreta terminación de la obra, como resulta ser la situación de la aquí actora. No por nada el art. 15 de la ley 5708 expresamente establece que “No se considerarán válidos respecto al expropiante, los contratos celebrados por el expropiado con posterioridad al acto que declaró afectado el bien, y que impliquen la constitución de algún derecho sobre el mismo a su respecto”.
Para más, no obstante ser la titular del predio desde 1987, la aquí accionante esperó hasta el 25-08-2006 para iniciar la acción de expropiación inversa, esto es, cerca de TREINTA (30) años después desde el momento en que el Estado provincial ingresó en los inmuebles –que no eran entonces de su propiedad- para dar comienzo a los trabajos de canalización.
Esta indolencia en reclamar –que, vale resaltar, tampoco justifica la inacción estatal para regularizar la situación- ha contribuido grandemente en el conflicto suscitado en el presente expediente en torno a la fijación del valor del bien expropiado y al modo de calcular los intereses previstos en el art. 8 de la ley 5708.
4. Presumo que los efectos nocivos previamente reseñados han sido considerados por los magistrados que conformaron y conforman los Altos Tribunales de Justicia Federal y Provincial y que, en pos de una lectura estricta del texto constitucional, han optado por consentir aquellas consecuencias como modo de poner límites a un accionar estatal que podría ser considerado avasallador del derecho de propiedad.
Empero, no encuentro tampoco en el derecho comparado una lectura como la que se predica en los precedentes analizados. Y, como segura fuente de consulta, he recurrido al derecho americano y a su jurisprudencia para estudiar el tema, dado su carácter de fuente que la Constitución de los Estados Unidos de América tiene respecto de nuestra Carta Magna nacional.

Como bien ha remarcado la Corte Suprema Corte de Justicia Federal, “… nuestra Constitución, al adoptar en gran parte los principios de la Constitución de EE. UU. de América, nos ha dado, entre otras, la inmensa ventaja de proporcionarnos la interpretación sabia de su Corte Suprema relativa a los principios que hemos incorporado. La garantía de la propiedad consagrada en el art. 17 CN. tiene su antecedente en las enmiendas de la Constitución Americana. Es, pues, del mayor interés el estudiar cómo ha sido interpretada por la Corte Suprema de ese país, la naturaleza, extensión y límites de esa garantía, a fin de adoptarla también, si sus fundamentos son razonables, como la más auténtica y sabia interpretación del principio que hemos adoptado en la propia…” (C.S.J.N. Fallos 172:21).

Así, inmerso en la colección de precedentes del Máximo Tribunal de Justicia norteamericano solo he encontrado escasos fallos en los que, directa o indirectamente, se aborda la cuestión de la prescripción (“statute of limitations”
) de la acción de expropiación inversa (“inverse condemnation”
). Para mi asombro, en ninguno de ellos se ha formulado un juicio de inconstitucionalidad del tenor contenido en los pronunciamientos de nuestra Corte Federal en la materia, aún cuando su homóloga americana ha delineado la garantía contenida al final de la Quinta Enmienda con un elevado estándar de protección
. 
En “United States v. Dickinson”, 331 U.S. 745 (1947), la Suprema Corte americana tuvo que decidir específicamente un caso en el que el Estado Federal alegaba el transcurso del plazo de prescripción fijado para una pretensión como la que aquí denominamos expropiación inversa. Allí, considerando las cuestiones fácticas involucradas en el caso llevado ante sus estrados, lejos de cuestionar la constitucionalidad del término estatutario de prescripción, se encargó de señalar el dies a quo a partir del cual aquél debía contabilizarse, teniendo en cuenta que la expropiación se había producido por inundación de los predios de los reclamantes y que no se contaba con una fecha cierta a partir de la cual tal evento podía llegar a considerarse una privación o desapoderamiento absoluto de la propiedad de sus titulares
.
En “United States v. Central Eureka Mining Company”, 357 U.S. 155 (1958), entre las cuestiones debatidas, se resolvió por mayoría, que el especial Estatuto analizado en el caso había perdonado la prescripción cumplida para iniciar acciones por la expropiación derivada de regulación de guerra en el tema de minas. En ningún párrafo se abordó la cuestión de la constitucionalidad del plazo de prescripción normalmente aplicable a ese tipo de acciones, ni siquiera en el voto de la minoría en el que se discrepaba en torno a la claridad del precepto que dispensaba la prescripción corrida.
Pero quizás el antecedente más concluyente en la materia se presentó en la causa “Napolitano v. Wyoming State Highway Dept.”, 439 U.S. 948 (1978), en la que rechazó abordar el fondo del asunto por entender que el caso no presentaba una cuestión federal suficiente. Y para sorpresa de este votante, el recurrente le solicitaba al Máximo Tribunal americano se expidiera sobre si una norma estadual violaba la garantía contenida en la parte final de la Quinta Enmienda al fijar la obligación del titular del bien de articular, dentro de un período de tiempo limitado, el reclamo contra el Estado para obtener la justa compensación por sus derechos de propiedad, frente a la ablación previamente perpetrada por las autoridades locales
.
No otra realidad se presenta a nivel estadual. Es ampliamente extendida en la legislación y jurisprudencia de los Estados americanos la idea de un plazo de prescripción para acciones de expropiación inversa y en muchos de esos Estados el dies a quo de la prescripción se lo ubica en el preciso momento en que la propiedad privada fue tomada, turbada o menoscabada por la actuación estadual, aún sin que hubiere mediado la previa y justa compensación exigida por la Quinta Enmienda
.
5. Tampoco la solución propiciada por el criterio jurisprudencial imperante luce del todo proporcionada si lo que se pretende es no “cohonestar -por la sola permanencia en el tiempo de los actos estatales desposesorios, o turbatorios de la propiedad- la conducta del Estado que, luego de la declaración de utilidad pública del bien, lo arrebató de su propietario, sin la indemnización previa”.

En el derecho comparado se han encontrado mecanismos menos distorsivos que el acuñado por los precedentes analizados.
La Ley de Expropiación Forzosa española, en su artículo 125 ha estatuído que cuando no se hayan cumplido los requisitos sustanciales de declaración de utilidad pública o interés social, necesidad de ocupación y previo pago o depósito, según proceda, en los términos establecidos en esa Ley, frente al hecho que la Administración ocupare o intentase ocupar la cosa objeto de la expropiación, el interesado podrá utilizar, aparte de los demás medios legales procedentes, los interdictos de retener y recobrar, para que los Jueces le amparen y, en su caso, le reintegren en su posesión amenazada o perdida (cfr. www.westlaw.es, Doc. RCL\1954\1848).
Como bien ha reseñado el Tribunal Supremo Español, la ocupación por el poder público de un bien inmueble que permanece en posesión de su dueño, sin seguir los trámites que exige la normativa sobre expropiación forzosa comporta una vulneración de la garantía indemnizatoria que la Constitución reconoce en favor de la propiedad como derecho fundamental (artículo 33 de la Constitución) y coloca a la Administración en el terreno de las llamadas vías de hecho, que se producen, entre otros supuestos, cuando la Administración actúa totalmente al margen del procedimiento establecido (Sala 6° en lo Contencioso Administrativo, sent. del 6-03-1997, en www.westlaw.es Doc. RJ/1997/2290) y ello habilita una reacción inmediata de los propietarios por medio de los interdictos o de los remedios jurídicos establecidos contra la vía de hecho para trocar en “no pacífica” la posesión del Estado de los bienes avasallados.

Siguiendo tal criterio y teniendo en cuenta el gran abanico de acciones posesorias, reales e interdictos con los que cuentan los titulares dominiales –según el Código Civil y los Códigos rituales en lo Civil y Comercial-, frente a la desidia de su ejercicio, luce excesivo justificar la “imprescriptibilidad” de la acción de expropiación inversa como herramienta para evitar el desapropio estatal por fuera de las pautas fijadas constitucionalmente.
Y si bien podrá argumentarse que con la solución propiciada por la jurisprudencia vigente se dan satisfacción a dos intereses en pugna –la consecución del interés público que motivó la ablación y el resguardo del derecho de propiedad antaño cercenado-, no comparto tal visión: si se pretende mantener al accionar estatal dentro de los cánones de la constitucionalidad y legalidad vigentes, los administrados debemos resistir tempestivamente por los medios procesales a nuestro alcance, cualquier conducta que se aparte de aquellos límites y así reencauzar –orden judicial mediante- la acción pública dentro los moldes del sistema republicano; tolerar un accionar administrativo cercenador y más luego pretender un resarcimiento por los derechos conculcados –contrariamente- importa renunciar a vivir dentro de un Estado de Derecho por la sola compensación económica como intercambio. En mi visión esa tolerancia de los administrados mal puede ser, a la sazón, premiada.
El sistema español, a todas luces, responde de modo satisfactorio a la idea precedentemente explicitada. No puede predicarse lo mismo de la línea jurisprudencial vigente en la materia en nuestro país.
6. En suma, las nocivas consecuencias de la jurisprudencia reseñadas en puntos anteriores y la ausencia de acompañamiento en el derecho comparado del criterio plasmado en los precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación analizados en este voto –acompañado por nuestro Máximo Tribunal provincial-, me convencen sobre la imperiosa necesidad de abandonar la doctrina imperante en la materia y retomar la idea de un plazo de prescripción para la acción de expropiación inversa que comience a correr desde el mismo momento en que se produce la desposesión del bien por la Administración, cuando no se hubo articulado una expropiación directa previa y/o cuando no haya mediado pago de la justa indemnización requerida por los textos constitucionales.

En la faena propuesta, se observa que el art. 41 -incisos a) y c)- de la ley 5708 no fija plazo de prescripción alguno para los supuestos de expropiación inversa allí contemplados. Por ello, recurriendo nuevamente al derecho comparado, en la jurisprudencia de las Cortes de justicia de los estados americanos se ha acuñado la regla por la cual, en ausencia de un plazo de prescripción estatutariamente fijado para la acción de expropiación inversa, no se aplica ninguno más corto que aquel fijado por la legislación para la usucapión
.
Considerando tal criterio como el que mejor compatibiliza todos los intereses en juego en acciones como la aquí analizada y que, a su vez, neutraliza muchos de los efectos nocivos que se visualizan en torno a la aplicación de la línea de precedentes de los Superiores Tribunales federal y provincial, juzgo que toda pretensión de expropiación inversa podrá ser repelida por la Administración cuando hayan transcurrido más veinte (20) años desde que la desposesión o turbación del bien por parte del Estado aconteció (por remisión al plazo previsto en el art. 4015 del Código Civil, según la doctrina de derecho comparado citada).

Conforme el parámetro reseñado y considerando que la desposesión de inmueble que motivara la presente acción tuvo lugar el 14-11-1974, juzgo que asiste razón al Fisco recurrente en cuanto al acaecimiento de la prescripción que impide la prosecusión del reclamo de la accionante.

Con todo, el recurso de apelación debe acogerse, dejarse sin efecto la sentencia apelada y declararse la prescripción de la acción de expropiación inversa articulada por Establecimiento La Magdalena S.A., con el consecuente rechazo total de la demanda.

7. Por último, en cuanto a la condena en costas, teniendo en cuenta que la solución que se propone se construye a partir de un apartamiento fundado de precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia que bien pudieron brindar razones válidas y suficientes a la accionante para litigar, considero equitativo y prudente distribuir las costas por su orden, tanto las de primera instancia como las de esta alzada (arts. 68, 2ª parte y doct. art. 274 del C.P.C.C.; art. 52 ley 5708; cfr. doct. S.C.B.A. causa C. 83.158 “Regis”, sent. de 30-III-2010, por mayoría).
Con el alcance indicado, voto a la primera cuestión planteada por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos e igual alcance a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la primera cuestión planteada por la afirmativa.
A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:
I.1. La parte actora presenta su memorial de agravios a fs. 466/476 disintiendo –en primer lugar- con la aplicación del tipo cambiario efectuada por el a quo para calcular el “valor tierra libre de mejoras”, pretendiendo que no se tome el promedio de la divisa del tipo comprador y vendedor, sino la de tipo vendedor a un valor de $ 3,99 por unidad cambiaria.
Seguidamente, impugna el análisis efectuado por el juez de la instancia respecto del rubro “desvalorización del remanente”, en tanto –a su modo de ver- viola flagrantemente lo normado por la ley 5708 (arts. 8, 9 y 10), así como también la doctrina imperante en la materia.

Señala que, sobre el punto, el magistrado de grado recoge el criterio esbozado por el perito Ingeniero Agrónomo Villamarín, cuando éste ha aconsejado desestimar dicho rubro fundándose en conceptos erróneos.
En este sentido, aclara que el curso de la canalización se ha efectuado como canal totalmente artificial y sin interposición de ningún tipo en ninguna zona natural preexistente, pretendiendo que se sopesen las fotos aéreas y satelitales acompañadas como anexo del dictamen del Perito Ingeniero Civil Bona, que dan cuenta de que los supuestos encharcamientos o cursos naturales no fraccionaban la extensión de su establecimiento.

Resalta –a diferencia de lo sostenido por el a quo- que el dictamen pericial del Ingeniero Agrónomo Zubia es objetivo e imparcial en sus descripciones, surgiendo que la construcción del canal agravó la situación de los campos que son objeto de debate. Por ello, pretende que se corrija la decisión en crisis y se esté a la estimación aportada científicamente por aquel perito.
Afirma que las constancias de la causa y las experticias avaladas por la documental anexa, permiten ponderar que efectivamente la expropiación realizada produce un desmedro en el remanente del campo, sustentando tal aseveración en las explicaciones efectuadas por los peritos en la audiencia celebrada en los términos del art. 32 de la ley 5708 y en lo expresado por el Ing. Zubia al proyectar las diferentes hipótesis de explotación que admite el campo y la influencia que ejerce el canal.
Siguiendo en esta línea discursiva, critica que el juez de grado haya fundado su sentencia en lo expresado por el Ing. Villamarín, quien sostuvo que antes de la construcción del canal existía en su zona una porción de bañados y encharcados.
En este sentido, manifiesta que no es incumbencia del perito concluir sobre cuestiones topográficas o hidráulicas, a la vez que sostiene que con la pericia y las cartas anejadas por el Ing. Bona, se demuestra que los bañados y encharcados no eran permanentes en la zona que atraviesa el canal.

Por otra parte, arguye que el hecho de que la Dirección responsable haya construido dos puentes constituye el cumplimiento de una manda legal (art. 8 ley 5708), por cuanto con la construcción de toda obra pública deben construirse todas las mejoras que permitan restituir los predios a su estado anterior. No obstante, aduce que ello no sustituye ni subsume otra manda legal, consistente en el pago de la depreciación o desvalorización del remanente.
Refuta lo afirmado por el perito de la demandada en cuanto expresó que al momento en que su parte compró el campo el canal ya existía, recordando que –por imperativo legal positivo (arts. 2505, 2506, 2507, 2508, 2515, 2603, 3268, 3269, 3270 y ccdtes. del Código Civil)- todo propietario compra los bienes inmuebles con todos sus derechos y acciones.
Desmerece los fallos citados por el juzgador de la instancia en esta parcela de su pronunciamiento, brindando las razones por las que –en su opinión- aquéllos no guardan relación con el supuesto ventilado en la especie.
Explica que cuando se habla de depreciación o desvalorización del remanente no necesariamente se alude al daño a la explotación, sino a la disminución del valor objetivo del bien parcialmente afectado, con respecto al que tenía antes de la expropiación. Y ese valor disminuye –agrega- por la sola presencia de un canal dentro de la propiedad.
Pretende brindar sustento lógico a su pretensión, reparando en lo informado por el Ing. Zubia al sostener que la sola presencia del canal tiende a menoscabar el valor inmobiliario del predio si se lo compara con otros campos que no poseen este tipo de accidente topográfico.

Asimismo, tacha de incongruente, incorrecta y tendenciosa la afirmación del Fisco en cuanto a que las canalizaciones tuvieron la finalidad de evacuar el agua de su campo, recurriendo a lo dicho por el Ingeniero Bona en oportunidad de celebrarse la audiencia prevista por el art. 32 de la ley 5708, quien adujo que el canal no ha proporcionado tal beneficio, sino que tiene una efectiva incidencia en la inundación del fundo.
Resalta que los Ingenieros Bona y Zubia coinciden en que las obras han hecho que su campo modificara sus características, viendo cortada su continuidad superficial e incrementando las complicaciones de su manejo productivo.
Sintetizando –entonces- su primer agravio, apunta que la sentencia ha desinterpretado severamente la prueba producida en autos, apartándose antojadiza, arbitraria e infundadamente de consejos periciales profusos y desechando el rubro “desvalorización del remanente” sin brindar una explicación coherente.

En otro orden de ideas, se aboca al análisis de las mejoras peticionadas en los términos del art. 8 de la ley aplicable. Así afirma lo siguiente: i) se debe indemnizar la construcción del “puente”, conforme así lo patentizó el Ing. Zubia; ii) es la demandada quien realizó la obra pública y dio lugar a la separación de la zona privada del dominio público y, por tal razón, debe cargar con el costo de reposición de los alambrados. Además, tales alambrados requieren de mantenimiento durante su vida útil, erogación que –a su juicio- sería absolutamente innecesaria de no haber existido la expropiación; iii) el Ingeniero Civil Bona posee incumbencia en materia hidráulica, no pudiendo la sentencia apartarse de sus conclusiones en cuanto a que debe indemnizarse el rubro “alcantarillas, compuertas y exclusas”.
En lo que refiere a los intereses, afirma que yerra el sentenciante al expresar que los intereses deben tomarse a valor histórico, siguiendo lo expresado por el Ingeniero Graziano.

Aclara que aquel perito no posee incumbencia en materia tasadora y que –además- los intereses no se toman a valores actuales o históricos como el capital sino que son un rubro independiente de éste. Esto es, se debe establecer que al monto del capital total y actual se le adicionarán los intereses desde la época de la desposesión.
Por último, postula que debe mantenerse lo resuelto en materia de costas -a cargo de la demandada-, por cuanto se opuso al progreso de la acción.

2. La accionada replica el memorial de agravios, subrayando –en primer lugar- que, tal como lo apuntó el Ing. Villamarín en su informe, para analizar la procedencia del rubro “desvalorización del remanente” debe estarse a la cartografía de la época en que se realizó la obra, surgiendo de tales mapas la preexistencia del curso de agua.
Ante tal circunstancia, expone, los argumentos de la actora devienen abstractos, agregando que tampoco se acreditó que en aquel tiempo los dominios se hubieran dedicado a una determinada actividad económica.
Asimismo, considera que lo que pretende la accionante al solicitar la indemnización del “puente” es sólo abultarla, extendiendo similares apreciaciones en lo que concierne a los alambrados.

II. Responderé afirmativamente a la cuestión planteada.
En atención al modo como ha sido votada la primera cuestión sometida a consideración de esta Alzada y la solución alcanzada por mayoría, esto es, el acogimiento del recurso de apelación de la demandada en la parcela relativa a la prescripción de la acción de expropiación inversa y, en consecuencia, el rechazo total de la demanda articulada, no cabe sino concluir que el tratamiento del embate impetrado por la sociedad actora respecto de parcelas del fallo de grado que han perdido vigencia, ha devenido abstracto (cfr. doct. esta Cámara en la causa A-1637-BB0 “Fernández”, sent. de 23-II-2010).
Como reiteradamente recuerda la Suprema Corte de Justicia provincial, no es función de la judicatura emitir opiniones abstractas (cfr. doct. causas Ac. 82.248, sent. de 23-IV-2003; Ac. 85.553, sent. de 31-III-2004, entre muchas otras), ya que los jueces no están habilitados para hacer declaraciones teóricas o generales, debiendo limitarse a resolver el “caso” que se ha sometido a su decisión, donde el interés de quien acciona debe subsistir al momento de dictarse la sentencia (cfr. doct. B. 61.703, sent. de 14-II-2000; esta Alzada en las causas A-524-DO0 “Porretti”, sent. de 22-IV-2008; V-359-AZ1 “Tur”, sent. del 11-IX-2008; A-1314-MP0 “Norando”, sent. de 5-V-2009; M-512-BB1 “Institución Salesiana San Francisco Javier”, sent. de 27-VIII-2009 y C-1346-MP1 “Gregoraschuk”, res. de 11-XI-2009). Y es ese interés es el que juzgo desaparecido en la especie a tenor de lo decidido –por mayoría- respecto de la cuestión fondal sometida a apelación en el primer interrogante que se formulara en el presente Acuerdo (cfr. doct. esta Cámara causa A-1806-AZ0 “Sosa Borderes”, sent. de 13-V-2010).
Las costas de esta instancia debería imponerse por su orden en atención a lo resuelto, por mayoría, en la cuestión anterior, sobre la condena en costas en todo el proceso (arts. 68 y 274 del C.P.C.C.; art. 52 ley 5708).
Voto por la afirmativa.
Los señores Jueces doctor Riccitelli y doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora, votan la segunda cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Por mayoría, hacer lugar al recurso de apelación articulado por la parte demandada a fs. 450 y fundado a fs. 461/464, decretando la prescripción de la acción de expropiación inversa articulada por Establecimiento La Magdalena S.A. y, en consecuencia, revocar el pronunciamiento de grado, rechazando totalmente la demanda instaurada. Las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado desde que pudieron existir para la accionante razones válidas y suficientes para litigar (arts. 68, 2ª parte y doct. art. 274 del C.P.C.C.; art. 52 ley 5708; cfr. doct. S.C.B.A. causa C. 83.158 “Regis”, sent. de 30-III-2010, por mayoría).

2. Como consencuencia de lo anterior, declarar abstracto el tratamiento del recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 449 y fundado a fs. 466/476. Las costas de Alzada se imponen en el orden causado, de conformidad a la condena fijada en el punto anterior (arts. 68 y 274 del C.P.C.C. y 52 de la ley 5708).

3. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos ante esta Alzada para su oportunidad (art. 51 del Decr. Ley 8.904/77).

Regístrese, notifíquese por Secretaría y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
� Cfr. “The Law Dictionary: Pronouncing Edition A Dictionary of Legal Words and Phrases”, Anderson Publishing Co., Cincinnati, Ohio, U.S., Seventh Edition, 1997, p. 244. 


� “A cause of action against a governmental defendant to recover the value of property which has been taken in fact by the governmental defendant, even though no formal exercise of the power of eminent domain has been attempted by the taking agency”.�HYPERLINK "http://international.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=WLIN1.0&vr=2.0&DB=708&FindType=Y&SerialNum=1980105864"��United States v. Clarke��HYPERLINK "http://international.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=WLIN1.0&vr=2.0&DB=708&FindType=Y&SerialNum=1980105864"��, 445 U.S. 253 (1980)� at 257.


� The aim of the Takings Clause is to prevent the government “from forcing some people alone to bear public burdens which, in all fairness and justice, should be borne by the public as a whole.” �HYPERLINK "http://international.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=WLIN1.0&vr=2.0&DB=780&FindType=Y&ReferencePositionType=S&SerialNum=1960122571&ReferencePosition=49"��Armstrong v. United States��HYPERLINK "http://international.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=WLIN1.0&vr=2.0&DB=780&FindType=Y&ReferencePositionType=S&SerialNum=1960122571&ReferencePosition=49"��, 364 U.S. 40, 49 (1960)�.


� Ha sido la propia Corte americana quien ha explicado su holding en Dickinson al sentenciar en el precedente �HYPERLINK "http://international.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=WLIN1.0&vr=2.0&DB=708&FindType=Y&ReferencePositionType=S&SerialNum=1958121459&ReferencePosition=1047"��United States v. Dow,��HYPERLINK "http://international.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=WLIN1.0&vr=2.0&DB=708&FindType=Y&ReferencePositionType=S&SerialNum=1958121459&ReferencePosition=1047"�� 357 U.S. 17 (1958)� at 27. Allí sostuvo que en Dickinson su doctrina estableció que “the statute of limitations does not bar an action for a taking by flooding when it was uncertain at what stage in the flooding operation the land had become appropriated to public use”. Como se aprecia, ningún comentario, argumento o tacha de inconstitucionalidad -teniendo en cuenta el alcance que le ha otorgado a la garantía contenida al final de la Quinta Enmienda- formuló la Corte al plazo de prescripción estatutoriamente reglado para este tipo de acciones.


� Cfr. Napolitano v. Wyoming State Highway Department, 1978 WL 223062 -Supreme Court of the United States. Appellate Brief-, en www.westlaw.com


� En honor a la brevedad, remito -y recomiendo su atenta lectura- al artículo escrito, compendiado y actualizado por Charles C. Marvel, “State statute of limitations applicable to inverse condemnation or similar proceedings by landowner to obtain compensation for direct appropriation of land without the institution or conclusion of formal proceedings against specific owner” (26 ALR 4th 68). Volveré sobre este artículo al formular la solución al caso.





� “In the absence of any specifically applicable statute of limitations, an action to recover compensation for a public taking of land is an action to which no ordinary statute of limitations applies and which cannot be foreclosed, at least by the passage of any period shorter than that required to establish title by adverse possession” [cfr. “State statute of limitations applicable to inverse condemnation or similar proceedings by landowner to obtain compensation for direct appropriation of land without the institution or conclusion of formal proceedings against specific owner” (26 ALR 4th 68)] 





